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EL ESTUDIO ECONÓMICO-FINANCIERO EN EL PLANEAMIENTO URBANÍSTICO (Conclusión), por Alexander Domínguez Vidal, Licenciado en Derecho y en Ciencias Económicas, Master en Urbanismo y Ordenación del Territorio por la Universidad San Pablo - CEU.

1. Abreviaturas utilizadas.

Art.             Artículo.

CE              Constitución Española.

EEF            Estudio Económico-Financiero.

LJCA          Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa de 13 de Julio de1998.

   LPA            Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento.

          Administrativo Común de 26 de Noviembre de 1992, modificada por la Ley/1999, de 

          13 de Enero.

      LSG 97       Ley del Suelo de Galicia.

      PGOU         Plan General de Ordenación Urbana.

      PERI           Plan  Especial de Reforma Interior.

RDU           Revista de Derecho Urbanístico.

      RPU         Reglamento de Planeamiento Urbanístico, aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de Junio.

      STS            Sentencia del Tribunal Supremo.

            TRLS76     Texto Refundido de la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por        Real Decreto 1346/1976, de 9 de Abril.

            TRLS92   Texto Refundido de la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana,  aprobado  por Real  Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de Junio.

3. La Doctrina Jurisprudencial recaída en torno al Estudio Económico Financiero.

Llegado este punto, se hace necesario reflexionar acerca del papel que juega la Administración al configurar o adoptar el modelo territorial que servirá de marco para el desarrollo de la ciudad planteada. La discrecionalidad que ha de llevar aparejada tal tarea, por los numerosos criterios que condicionan la elección, no excluye de un control jurisdiccional por parte de los Tribunales de Justicia a través de las distintas técnicas. El análisis jurisdiccional de la actuación administrativa se extenderá a la verificación de la realidad de los hechos y a valorar que la acción planificadora guarde coherencia y racionalidad con aquellos, en caso contrario, tal decisión resultará viciada por infringir el Ordenamiento jurídico e incluso el Principio de Interdicción de la Arbitrariedad de los Poderes Públicos. Hemos de recordar que el Estudio Económico-Financiero constituye un límite y cumple la función de control de la potestad discrecional que posee el planificador, como se explicó en el apartado 3.1.

Sentadas las anteriores premisas, y antes de abordar la evolución de la línea jurisprudencial en lo relacionado al Estudio Económico-Financiero, se puede afirmar que el Tribunal Supremo ha tenido que afrontar una tarea con cierta dificultad para orientar una doctrina clara, dada la secuencia normativa estatal del urbanismo, con reposiciones supletorias y la incorporación de la legislación autonómica. En este sentido, se introduce un cambio con respecto a la jurisprudencia analizada hasta entonces, los Tribunales Superiores de Justicia de las respectivas Comunidades Autónomas, han de establecer una línea jurisprudencial dentro de sus ámbitos territoriales, en concordancia con lo que se desprende del artículo 86.4 de la LJCA.

La metodología del presente trabajo se desarrolla llevando a cabo un análisis de determinadas sentencias resueltas por el Tribunal Supremo. A efectos didácticos, se ha querido distinguir la jurisprudencia recaída en torno a los Planes Generales de la relacionada con los instrumentos de desarrollo por varios motivos, entre otros y el que ha presentado un mayor peso, es el criterio generalizado que ha venido manteniendo el Tribunal Supremo de contemplar una mayor exigencia, en varios aspectos, en los instrumentos que desarrollan a los Planes Generales que a éstos mismos. Ello conlleva que deficiencias o ausencias que se presentan en los instrumentos del planeamiento de desarrollo puedan obtener una formulación diferente, por parte del Tribunal, que si se contemplase en el documento referente al Estudio económico-financiero que integra al Plan General.

En cada uno de los apartados se incluirá la problemática más relevante y más reiterada, analizando las sentencias recaídas de forma cronológica, en lo referente a la necesidad y al contenido que ha de contener el Estudio Económico-Financiero, o en su caso, el documento equivalente en los instrumentos de desarrollo.

1. Análisis de la Jurisprudencia recaída en torno al Planeamiento General.

Antes de iniciar este apartado, se hace necesario recordar que las determinaciones de carácter general ó la ordenación urbanística municipal se contemplarán, por un lado, en el Plan General Municipal de Ordenación Urbana, que resulta el instrumento por excelencia, y en las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal que se han de redactar, en ausencia de Plan General. A los efectos que nos interesa en este apartado, es preciso matizar, que del contenido que se desprende del artículo 91 del R.P que regula las determinaciones que han de contener las Normas Subsidiarias, se infiere que existen dos clases, unas que tienen un objeto más limitado, que se contemplan en el apartado a) del precepto mencionado y otras cuyo objeto resulta de mayor amplitud, según lo dispuesto en el apartado b). En este epígrafe, las sentencias que se analicen que tengan por objeto Normas Subsidiarias, serán las que se equiparen al Plan General de Ordenación Municipal, que resultarán ser las que reúnan el contenido exigido en el artículo 91. b) del R.P.

A tenor de las sentencias analizadas del Tribunal Supremo, podemos catalogar la problemática que se ha generado con relación al Estudio Económico-Financiero en el Planeamiento General, en los siguientes apartados:

1. Ausencia del Documento en el Plan General.

Es la primera clasificación que se ha adoptado para abordar la jurisprudencia recaída en torno a los Planes Generales.

- Sentencia de 3 de febrero de 1988 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76 y Reglamento de Planeamiento de 1978, siendo ponente: D. Francisco González Navarro.(RJ 1988,693).

Objeto: Modificación del Plan General de Valencia.

Fundamentos de derecho:

CUARTO: Después de la reforma de 1975, el artículo 123 para los Planes Generales, se limita a aludir al estudio económico-financiero, y el artículo 13 ni siquiera exige esto. Por lo demás, no afirmarse como hace la sentencia impugnada, que la falta de estudio económico obliga a considerar que el Plan es de contenido imposible. Porque una cosa es requisito de perfección y otra es requisito de eficacia. Y aunque ciertamente lo deseable es la existencia de un estudio económico-financiero serio, lo cierto es que como tal, un estudio de tipo, incluso conteniendo las previsiones del artículo 42 del R.P exige luego una concreción en presupuesto y una ejecución de éste. Y por el contrario, la inexistencia de ese estudio previo no impide necesariamente la efectividad de lo planteado cuando esas previsiones presupuestarias y su ejecución tengan lugar. De aquí que ligar una situación de falta de estudio económico a la calificación de plan de contenido imposible no parece que sea correcto en términos jurídicos.  

- Sentencia de 21 de enero de 1992 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76 y Reglamento de Planeamiento de 1978, siendo ponente D. Jaime Barrio Iglesias.(RJ 1992, 761).

Objeto: Normas de Subsidiarias de Planeamiento de Dolores.(Alicante).

Fundamentos de Derecho.

SEGUNDO: ...Por otra parte, y en lo que respecta a la necesidad de que las Normas Subsidiarias de Planeamiento de Dolores contasen del correspondiente Estudio Económico y Financiero, porque la necesidad del mismo, perfectamente analizada en la sentencia de instancia para el concreto supuesto, es algo que sin dificultad alguna fluye de lo dispuesto en el artículo 71.5 del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 1976, y ello pese a que no sea mencionado en el artículo 97 del Reglamento de Planeamiento como uno de los documentos a contener por las Normas Subsidiarias de ámbito Municipal, ya que si como imposición legal las Normas han de componerse de los documentos necesarios para justificar las determinaciones y extremos que comprendan y la función para las que se dicten, bien se comprende que en unas Normas como las de Dolores, en las que se prevén adquisiciones de suelo para dotaciones y obras de urbanización en suelo urbano, por analogía con lo establecido en el artículo 12.2.1.h) del precitado texto refundido para los Planes Generales, a los que suplen las Normas Subsidiarias de Planeamiento, debió preverse también la evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización, reflejándolo en el correspondiente Estudio Económico y Financiero, en orden a garantizar su viabilidad y la capacidad del Ayuntamiento para llevarlo a efecto. 

- Sentencia de 25 de Mayo de 1998 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76 y Reglamento de Planeamiento de 1978, siendo ponente D. Manuel Vicente Garzón Herrero. (RJ 1998,4372).

Objeto: Modificación del plan General de Ordenación Urbana de Las Palmas de Gran Canaria.

Fundamentos de Derecho.

CUARTO: Se alega también por el demandante- apelante la inexistencia de estudio económico financiero bastante en los instrumentos de planeamiento objeto de impugnación. Sin embargo, las previsiones contenidas en la memoria referidas al sistema de actuación por expropiación y la fijación de determinadas cantidades para hacer frente a las indemnizaciones y a los gastos inmediatos que de la expropiación se deriven, entendemos que constituyen elementos bastantes para entender cumplido el requisito del estudio económico financiero legalmente exigido, en los términos que tradicionalmente viene interpretando, su exigencia, este Tribunal.

- Sentencia de 23 de febrero de 2000 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76 y Reglamento de Planeamiento de 1978, siendo ponente D. Ricardo Enríquez Sancho. (RJ 2000, 3641)

Objeto: Normas Subsidiarias de Planeamiento de Corbera (Valencia).

Fundamentos de Derecho:

TERCERO: ...El artículo 71.5 TRLS de 1976 no contiene una indicación taxativa de los documentos que componen las Normas Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento sino que, teniendo en cuenta que su contenido no es siempre el mismo, se limita a advertir que se compondrán de los documentos necesarios para justificar las determinaciones y extremos que comprendan y la función para la que se dicten, por lo que si se trata de normas que, como en este caso, cumplen la función de un Plan General, han de comprender todos los documentos que se exigen para éstos, entre ellos, la existencia de un estudio económico y financiero, que justifique la racional posibilidad de implantar en la práctica las previsiones que se establecen.

- Sentencia de 28 de febrero de 2000 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76 y el Reglamento de Planeamiento de 1978, siendo ponente D. Manuel Vicente Garzón Herrero. (RJ 2000,2421).

Objeto: Aprobación definitiva de las Normas Subsidiarias de Planeamiento de Bielsa.

Fundamentos de Derecho:

TERCERO: La falta del requisito reseñado da lugar a la procedencia de la anulación de la resolución discutida, pues resulta evidente que la ausencia de toda previsión económico-financiera hace que las Normas Subsidiarias no hayan sido acompañadas de la documentación legalmente exigida, como se infiere del artículo 71.5, en concordancia con el 12.2 h) y 12.3 e) del TRLS y 97.1 del Reglamento de Planeamiento, lo que además de esa infracción es susceptible de producir indefensión a los interesados, que carecen de la base indispensable para poder combatir las apreciaciones financieras que son necesarias para la puesta en práctica de las Normas Subsidiarias cuestionadas... 

- Sentencia de 14 de Marzo de 2000 del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, bajo el TRLS92, siendo ponente la Ilma. Sra. Dª Nerea Juste Díez de Pinos. (RJCA 2000\1235).

Objeto: Revisión del plan general de ordenación urbana de Jaca.

Fundamentos de Derecho:
SEGUNDO.- El recurrente sostiene que el Plan General adolece de los siguientes defectos: no hay estudio económico financiero, no figura ninguna expresión de las rasantes en suelo urbano, tampoco se ha evaluado el tráfico previsto, no se han analizado las alternativas propuestas al sistema general de comunicación ni se ha justificado el modelo elegido. A dichos efectos y según tiene declarado el TS en sentencia de 8-10-1998 «la falta de Estudio Económico-financiero exigido en el Art. 77 c) del Reglamento de Planeamiento aunque no conste que dicho estudio se haya realizado, se han acreditado datos que revelan que la omisión carece de relieve invalidatorio por existir una indicación precisa de cuáles son las fuentes de financiación para la adecuada ejecución del Plan... 

(  Del análisis formulado en este apartado, se puede llegar afirmar, que existe una doctrina jurisprudencial que no resulta uniforme aunque comparte una característica común, el grado de flexibilidad que se utiliza en el momento de adoptar soluciones. 

En un principio, algunas tempranas sentencias afirmaron que el Estudio Económico-Financiero debía considerarse un elemento esencial del Plan, como consecuencia, procedería declarar nulo todo plan que careciera de éste. Se ha considerado que la falta absoluta de previsión económica que respalde la ordenación urbanística proyectada, determina que el Plan carezca de posibilidad económica real, y por tanto, un contenido imposible que lo hace nulo de pleno derecho por aplicación del artículo 47.1 b) de la LPA. Uno de los mayores defensores de esta primera línea jurisprudencial  ha sido D. José María Boquera Oliver, que a llegado afirmar que “El Plan no existe si no existen los medios económicos necesarios para conseguir sus objetivos. La ley del suelo quiere que estos medios figuren en el llamado estudio económico financiero. Éste constituye la prueba de que aquellos existen.” Se considera por esta doctrina que la falta de dicho estudio supone la inexistencia de medios. La falta de causa, elemento esencial de todo acto jurídico, tiene por resultado, la inexistencia del acto.  

Bajo esta misma línea, se analiza la posibilidad de que los medios existan pero que no se contemplen en donde deben figurar. En este sentido, se afirma que el estudio ha de estar presente en el proyecto del Plan desde la Aprobación Inicial. Si se demostrase que los medios necesarios para la ejecución del Plan se encontrasen entre las disponibilidades de la Administración, pero faltase el estudio económico financiero, el Plan se anulará por existir un vicio en su procedimiento de preparación.

Esta doctrina ha sido, sin embargo, rechazada por una doctrina jurisprudencial posterior, en la que se niega que la falta del estudio económico-financiero obligue a considerar que el plan tenga un contenido imposible. 

Esta afirmación resulta correcta pero con matices, ya que si bien no se considera nulo por no contemplar el correspondiente documento, si resulta necesario que existan las previsiones presupuestarias que habrían de tener lugar en el estudio. Es aquí donde surge una postura diferenciadora con respecto a la doctrina anterior, que restaba valor e importancia a las previsiones que se contemplasen fuera del denominado Estudio económico-financiero. El cambio de criterio de la doctrina jurisprudencial no puede responder a otro más que el que sigue: bajo la premisa de que el estudio faltase, puede ser que la Administración hubiese realizado las evaluaciones económicas correspondientes y disponga de los recursos económicos suficientes para ejecutar las previsiones del Plan. 

En este caso, no se considera que exista una ausencia total del documento porque si bien existe una ausencia formal no resulta así en cuanto a términos de eficacia, puesto que si se contempla una previsión que se considera suficiente por el tribunal competente para entender cumplido el requisito del Estudio económico-financiero legalmente exigido, se entenderá que no existe ausencia del documento a efectos de nulidad. Esta afirmación se puede contrastar con la sentencia citada de 3 de febrero de 1988, en la que se recoge que: 

...la falta de estudio económico financiero no obliga a considerar que el plan sea de contenido imposible. Porque una cosa es requisito de perfección y otra es requisito de eficacia.

Podemos concluir que la importancia que se otorga a la evaluación económica de la ordenación urbanística elegida, no es mas que la exigencia de concretar las cantidades en el presupuesto correspondiente, sea en el presupuesto municipal o bien en los de entidades supramunicipales, a través de la firma de convenios entre administraciones y la ejecución de éstos. Esta es la manera que se ha de demostrar que existen recursos económicos que se encuentran garantizados por las distintas fuentes de financiación que hacen posible el llegar afirmar que el Plan es realizable.  

La ausencia del estudio económico-financiero se puede considerar como una causa aparente de que el Plan puede no contar con unas fuentes de financiación adecuadas. Esa causa aparente, puede corresponderse o no con la situación real, pero si la Administración no destruye la apariencia creada por la ausencia del estudio, podrá llegarse a la convicción de que el Plan es inviable, por tanto irrealizable y de contenido imposible, y así nulo de pleno derecho.   
Para concluir este apartado, resulta necesario afirmar que las Normas Subsidiarias que se equiparen a los Planes Generales han de someterse a la misma regulación que éstos, es decir, que han de contener un Estudio Económico-Financiero capaz de llevar a cabo las previsiones que en ese tipo de instrumentos de planeamiento se contienen, como así se desprende de la doctrina jurisprudencial analizada. En caso contrario, es susceptible que se produzca una indefensión a los interesados, que carecen de la base indispensable para poder combatir las apreciaciones financieras que son necesarias para la puesta en práctica de las Normas Subsidiarias cuestionadas.

2. Alcance de las Previsiones.

En este apartado se analizan las sentencias dictadas por el Tribunal Supremo que han versado sobre cual ha de ser el contenido de las previsiones económicas que contendrá el Estudio Económico- Financiero en el Planeamiento General. 

- Sentencia de 7 de Abril de 1983 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Enrique Medina Balmaseda. (RJ1983, 2082).

Objeto: Aprobación definitiva del PGOU de Barcelona.

Fundamentos de Derecho:

CUARTO: ... Ahora bien, en la valoración de estas supuestas infracciones legales del Plan, conviene tener presente en su valoración, que ningún Plan de Ordenación del Suelo, precisa entrar en pormenorizaciones y casuismos, al contemplar las diversas previsiones y determinaciones que ha de integrar su contenido, ni tampoco lo exige el artículo 12 del vigente texto refundido de la ley del suelo, que se limita a decir que contendrán determinaciones de carácter general en aquellos aspectos que a continuación enumera; y es por ello por lo que a un Plan General que, como muy bien dice el artículo 10, no es más que un instrumento de ordenación integral de un territorio.

...lo cierto es que el Plan contiene un estudio suficientemente extenso y con riqueza de datos para estimar cumplida en el ámbito, repetimos, de las determinaciones generales de un Plan General, las exigencias del artículo 12.2.1.h), sin olvidar que estas evaluaciones económicas deben ser hechas desde una perspectiva amplia, reservando a los Planes Parciales y consiguientes Proyectos de Urbanización, hacer detallados cálculos evaluativos y medios para su financiación.

- Sentencia de 20 septiembre 1985, del Tribunal Supremo bajo el TRLS76, siendo ponente el Excmo. Sr. D. José María Reyes Monterreal. ( RJ 1985, 6216).

Objeto: Aprobación definitiva del Plan General de Ordenación Urbana de Lérida. 

QUINTO:.- ... todo ello cuando las sentencias de 24 de octubre de 1977 (RJ 1977\3958), 29 de octubre de 1982 (RJ 1982\6454) y 15 de febrero de 1983 (RJ 1983\886), entre otras muchas-, tienen declarado que el enfoque de las posibilidades económico-financieras ha de hacerse en los Planes Generales desde una perspectiva general y amplia, relegando a los correspondientes Planes Parciales y especiales completar tal estudio, concretando y detallando los medios o recursos de que se disponga así como la singularizada adscripción de los mismos a la ejecución de aquéllos, bastando, al efecto, con que el Plan General contenga un estudio macroeconómico -Sentencia de 24 de febrero de 1984 (RJ 1984\2620)-.

- Sentencia de 25 de Mayo de 1998 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Manuel Vicente Garzón Herrero. (RJ1998, 4372).

Objeto: Modificación del Plan General de Ordenación Urbana de Las Palmas de Gran Canaria.

Fundamentos de Derecho:

CUARTO: Se alega por el demandante-apelante la inexistencia de estudio económico financiero bastante en los instrumentos de planeamiento objeto de impugnación. Sin embargo, las previsiones contenidas en la memoria referidas al sistema de actuación por expropiación y a la fijación de determinadas cantidades para hacer frente a las indemnizaciones y a los gastos inmediatos que de la expropiación se deriven, entendemos que constituyen elementos bastantes para entender cumplido el requisito del estudio económico financiero legalmente exigido, en los términos en que tradicionalmente viene interpretando, su exigencia, este Tribunal..

- Sentencia de 2 de Febrero de 2001 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76, siendo ponente el Ilmo. Sr. D. Francisco José Gómez Cáceres. (RJ 2001, 146558).

Objeto: Aprobación definitiva del plan general de ordenación urbana de San Bartolomé de Tirajana.

Fundamentos de Derecho:

CUARTO.- Respecto de la segunda cuestión, argumentan los actores que el Ayuntamiento no tiene ninguna posibilidad económica de adquirir tan costoso suelo, como puede deducirse del Estudio Económico-Financiero del PGOU. Sin embargo, conforme a reiterada doctrina del Tribunal Supremo –SS 27-7-1988 (RJ 1988,6337) y 28-10-1988 (RJ 1988\8285), 20-6-1989 (RJ 1989\4867) etc.–, el estudio económico-financiero no constituye un presupuesto en el que deben constar cantidades concretas de ingresos y gastos, sino que es suficiente indicar, como indica el estudio del PGOU impugnado, las fuentes de financiación que quedaran afectas a la ejecución del Plan, de acuerdo con una previsión lógica y ponderada que garantice la real posibilidad de su realización en función de la importancia. 

- Sentencia de 21 de Junio de 2002, del Tribunal Supremo, siendo ponente el Ilmo. Sr. D. Manuel Vicente Garzón Herrero.(RJ 2002, 5647).

Objeto: Aprobación definitiva de la modificación puntual del Plan General de Zaragoza. 

Fundamentos de Derecho:

SEGUNDO.-... Tampoco puede ser acogida la pretensión revocatoria fundada en la inexistencia de Estudio Económico Financiero. Como razonadamente expone la sentencia, el cambio de uso pretendido carece de incidencia económica, tanto en el coste de la urbanización, por encontrarse el solar ya urbanizado, como en el servicio que se va prestar, cultural, por el cambio que se aprueba,  pues la instalación de la biblioteca se llevará a efecto a costa del solicitante del cambio de uso en que la modificación del planeamiento consiste. 

(  De las Sentencias analizadas, se desprende que la Jurisprudencia ha venido manteniendo tradicionalmente una exigencia de precisión en el ámbito de Planeamiento General de carácter genérico. Por tanto, como se desprende del análisis, no se contempla que se realicen previsiones específicas para las operaciones que implique. 

Es tanto así, que de la Sentencia de 2 de Febrero de 2001 analizada en este apartado, se observa de forma clara, como el Tribunal Supremo no entra en el análisis de la posible inviabilidad que se pudiese plantear, ya que las argumentaciones aportadas indican, como única causa, el carácter genérico que presenta el contenido del EEF.

 Queda clara, pues, la postura que adopta el Tribunal Supremo cuando se intenta buscar cobertura en el carácter genérico del contenido del EEF, destinando la función aclaratoria al EEF pormenorizado que ha de acompañar a las figuras de desarrollo del Planeamiento General correspondiente. 

Con respecto a la incidencia de la modificación del planeamiento, es importante resaltar que si bien la elaboración de un plan general exige la presencia de un EEF, cuando se trata de una modificación de éste, únicamente resulta necesario si el cambio pretendido presenta una incidencia económica, como se mantiene en la STS de 21 de junio de 2002 analizada.

Resulta interesante en este punto, como se ha visto, recordar que de acuerdo con la doctrina del Tribunal Supremo, no se han de contemplar necesariamente en el Planeamiento General, previsiones económicas pormenorizadas para cada una de las actuaciones proyectadas. Sin embargo, es preciso aquí recoger que si el EEF no se limita a establecer de forma genérica los recursos para la ejecución del Planeamiento, como así se desprende de la legislación vigente, sino que entra a establecer previsiones específicas, resulta posible su control por parte de los Tribunales con la misma exigencia que en el Planeamiento de Desarrollo. 
Se deduce, así pues, que el EEF contenga una relación explícita y clara de las fuentes de financiación que quedarán afectas a la ejecución del Plan, debiendo ser éstas acordes, como se contempla en las sentencias anteriores, con una previsión lógica y ponderada que garantice la real posibilidad de su realización en función de la importancia de las determinaciones del planeamiento.  

3. Previsiones de carácter genérico cumpliendo la finalidad exigida.

Resulta conveniente afirmar que en numerosas ocasiones ha surgido una confusión, por parte del planificador, en torno al carácter genérico que la legislación contempla que ha de contener el Estudio Económico-Financiero, incluyendo determinaciones que, en ningún caso, se pueden acoger a tal generalidad.  También existen, de igual modo, recursos contencioso-administrativos mediante los cuales se intenta reivindicar, por parte del recurrente, que el Estudio Económico-Financiero contenga previsiones más específicas. 

Se han de analizar estas situaciones, con el fin de poder extraer conclusiones en este apartado. Hay que tener presente que resultan ser los dos supuestos más extremos porque, si bien, el contenido que ha de presentar el EEF no ha de ser de carácter específico, como se analiza en el punto anterior, no se puede tener en cuenta esta determinación para utilizar simples declaraciones genéricas.

 Para el desarrollo de este apartado, se han de tener en cuenta las siguientes sentencias:

- Sentencia de 25 de Junio de 1981, del Tribunal Supremo, bajo la ley del suelo de 12 de Mayo de 1956, siendo ponente Excmo. Sr. D. José María Ruiz-Jarabo Ferrán. (RJ 1981, 2950)

Considerandos del Tribunal Supremo:

  CDO.- ... se limita a señalar que los medios económico-financieros están constituidos por «el presupuesto ordinario de urbanismo del Excmo. Ayuntamiento más los presupuestos extraordinarios que sean establecidos para promover y fomentar el desarrollo de la zona» y ello no puede en modo alguno equipararse a estudio realista y previsor que, estableciendo con cifras ponderadas la debida proporcionalidad entre la importancia de la urbanización y los medios disponibles para su realización, exigen las sentencias citadas como requisito de validez de un Plan Parcial, y así lo reconoce la propia Administración cuando, por medio de los servicios técnicos de arquitectura de la Dir. Gral. de Urbanismo, se hace constar que «la memoria no hace referencia al Plan de Etapas del Plan Parcial y el estudio económico-financiero carece de vigor ya que se remite a los presupuestos ordinarios y extraordinarios del Ayuntamiento de Valencia.

- Sentencia de 9 de Febrero de 1982, del Tribunal Supremo,  bajo la ley del suelo de 12 de Mayo de 1956, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Enrique Medina Balmaseda. ( RJ 1982, 930).

Considerandos del Tribunal Supremo:

CDO.- ...y es que la evaluación económica en el nivel requerido por el planeamiento parcial y la constatación de esta evaluación en el necesario documento es uno de los elementos principales del planeamiento parcial, en cuanto toda operación urbanística que responde a unas previsiones articuladas en un plan, ha de tener, también, su dimensión económica que necesita de una evaluación y de una afectación financiera, requisito que no se cumple por la sola constatación de generalizadas declaraciones en orden a que se incluirán en los presupuestos ordinarios o en los extraordinarios los medios económicos precisos, pues no es esto, como dicen las Sentencias que hemos recogido, lo que manda el Art. 10, 2) a).
- Sentencia de 4 de Mayo de 1999 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Manuel Vicente Garzón Herrero.(RJ 1999, 3406).

Objeto: Aprobación de la adaptación del PGOU de Málaga.

Fundamentos de Derecho:

SEXTO: ...En este caso, conviene precisar, contra la opinión que parece sustentar el recurrente, que la falta de previsión específica de las cantidades necesarias para hacer frente a las indemnizaciones que la aprobación del Plan pueda generar a favor de persona determinada, no puede ser argumento contra el Estudio Económico Financiero previsto en el Plan  dados los términos de generalidad que en éste concurren.

( Diversas sentencias han declarado, como se observa de las recogidas en este apartado, la procedencia de la anulación de planes por contar únicamente con un Estudio Económico de contenido vago y genérico. De esta manera, expresiones como las contempladas en las sentencias anteriores,“que los medios económico-financieros están constituidos por el presupuesto ordinario de urbanismo del Excmo. Ayuntamiento más los presupuestos extraordinarios”  o “Quedan garantizados los medios económicos para la construcción de las obras proyectadas”, no satisfacen de ningún modo, la exigencia legal. Ello es así ya que  “Dicha afirmación es simplemente teórica por carecer de concreción alguna que permita ponderar si el promotor dispone de medios económicos suficientes que garanticen la realización del Plan”. STS de 16 de diciembre de 1992. (RJ 1992, 9845). 

4.  Inviabilidad del Estudio Económico-Financiero. 

La finalidad de todo Estudio económico-financiero no es otra que exigir la justificación de los medios económicos financieros disponibles para así lograr que el planeamiento urbanístico obedezca a un criterio realista que permita únicamente aprobar planes realizables. 

Si se contempla la existencia del documento del Estudio económico-financiero en el PGOU, y su contenido se adapta a lo exigido por la doctrina jurisprudencial, como ya se ha tratado en los dos apartados anteriores, el siguiente paso ha de ser el garantizar, por un lado, que las cifras que se aportan resulten veraces y que los costes contemplados resulten ser una cantidad congruente y no desproporcionada, con el fin de que puedan ser sufragados por las fuentes de financiación previstas. Con el fin de profundizar en este apartado, se han de analizar las siguientes sentencias:

- Sentencia de 31 de enero de 1989 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Antonio Bruguera Manté. (RJ 1989,595).

Objeto: Aprobación definitiva del Plan General de Ordenación Urbana de Vallada.

DUODECIMO.- ...c) aunque esta Sala tiene dicho que con arreglo al artículo 42 del Reglamento de Planeamiento, las evaluaciones económicas que ha de hacer el Plan General pueden hacerse en términos generales sin precisar de los detalles propios de los Estudios Económicos de los Planes Parciales o de los Especiales, sin embargo, cuando se comprueba una manifiesta desproporción o desajuste entre las bases de previsión y los costes de ejecución, o un desfase claro de éstos, o una total irrealidad de los números previstos, (como ocurre en este caso según hemos comprobado) se debe anular el Plan por este motivo, pues el mismo no garantiza ni aun mínimamente la viabilidad de su ejecución que constituye siempre la razón de ser del planeamiento según su misma esencia como tiene declarado la Jurisprudencia.

- Sentencia de 16 de Mayo de 1994 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Juan García-Ramos Iturralde. (RJ 1994,4149).

Objeto: Aprobación Definitiva del Proyecto de Revisión y Adaptación del Plan General de Ordenación Urbana de San Feliu de Guixols.

SEXTO.- El examen de las actuaciones de primera instancia pone de relieve que la prueba propuesta trató de acreditar determinados extremos relativos al Estudio Económico-Financiero del Plan litigioso (falta de reflejo en el mismo de las modificaciones introducidas en la aprobación provisional y en la definitiva, cuantía de las indemnizaciones por expropiación, datos referentes a los Presupuestos del Ayuntamiento interesado, etc.). Ahora bien, preciso es no perder de vista que en el supuesto enjuiciado nos encontramos ante la Revisión de un Plan General y ya se ha dicho que con relación a esa clase de Planes no es precisa una previsión específica para cada una de las operaciones urbanísticas previstas, por lo que no puede producir los efectos que se pretenden por los recurrentes la circunstancia de que el Estudio Económico-Financiero que se examina no contemple específicamente determinadas actuaciones. Por otro lado, si bien el dictamen pericial emitido pone de relieve la circunstancia que se acaba de indicar respecto de determinadas prescripciones del Plan, hubiera sido necesario, a los efectos de la anulación que solicita, que del referido dictamen se hubiera podido sentar la conclusión de la inviabilidad de las determinaciones urbanísticas que integran el contenido esencial del Plan.
- Sentencia de 14 de Junio de 2000 del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, bajo la ley del suelo de 1992, siendo ponente Dª Purificación López Toledo. (RJ 2000,2197).

Objeto: Aprobación definitiva del PGOU de Talavera de La Reina.

Fundamentos de  Derecho:

TERCERO: ...Por otro lado, hemos de señalar que, en cuanto al Estudio Económico Financiero, reciente doctrina jurisprudencial ha sentado su valor relativo y hasta cierto punto provisional de las estimaciones económicas de dicho estudio, estimaciones a las que no puede exigirse que contengan un estudio detallado e inalterable, admitiéndose que aquellas previsiones iniciales resulten modificadas en función del carácter dinámico y de las vicisitudes por las que discurra la ejecución del planeamiento, siendo preciso para que pueda prosperar una impugnación planteada contra un Estudio Económico Financiero que en las actuaciones, por los elementos probatorios que se hayan aportado, resulte acreditada la inviabilidad de la actuación cuestionada, siendo así que en el presente caso la parte actora no ha acreditado mediante prueba alguna la inviabilidad de dicho estudio. Todo ello sin perjuicio de la posibilidad del actor de efectuar, en su caso, en fase de ejecución del Plan, no en fase de ordenación cual es la que nos ocupa, todas las reclamaciones oportunas. 

(  Como se decía al principio de este apartado, la finalidad del EEF es demostrar la viabilidad de las determinaciones que se proponen en un determinado PGOU. En virtud de esta idea, los tribunales han anulado en diversas ocasiones planes urbanísticos cuyas previsiones económicas resultaban claramente irreales o desproporcionadas con el contenido del Plan. De esta manera, los tribunales en aquellos casos en los cuales se observe que las previsiones económicas resulten ser irreales o desproporcionadas, proceden a la anulación del instrumento de planeamiento, como así ocurre en la citada Sentencia de 31 de enero de 1989, y ello por no garantizar la viabilidad económica de su ejecución, que constituye la razón de ser del planeamiento. 

Es así como interpretan nuestros tribunales este apartado, sin embargo, como se desprende de las sentencias analizadas, los jueces se muestran muy reacios a declarar la inviabilidad de un instrumento de planeamiento, en caso que no quede de forma manifiesta y clara tal aspecto, mediante los correspondientes elementos probatorios que determinen el poder llegar a la conclusión de la inviabilidad del correspondiente plan urbanístico.

5. Valor del Informe emitido por la Intervención Municipal y análisis de los Informes Periciales.

Llegado este punto, nos hemos de plantear que importancia presenta la valoración del interventor municipal acerca de las características que ha de contener el Estudio económico-financiero que compone el Plan General. Resulta interesante también abordar en este apartado, el valor que alcanzan los diferentes informes periciales emitidos por los correspondientes profesionales. Se han de tener en cuenta las sentencias que a continuación se recogen, puesto que corresponden con la postura que han adoptado los Tribunales de Justicia sobre este tema.

- Sentencia de 29 de Junio de 1986, del Tribunal Supremo bajo el TRLS de 1976, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Manuel Garayo Sánchez. (RJ 1986, 6777).

Objeto: Revisión del plan General de Villanueva y Geltrú.

Considerandos de la sentencia apelada: 

4.º, En cuanto, a las apuntadas deficiencias en la evaluación económica del Plan, es tema que no resulta apto para generar la nulidad del mismo, pues lo cierto es que dicho Plan contiene las previsiones pertinentes al respecto, sin que sea contradicho este aspecto por la prueba pericial practicada, pues el Sr. Perito únicamente se limita a afirmar que el coste de la ejecución del Plan no se ajusta a las posibilidades y características de Villanueva y Geltrú «que reflejan los presupuestos generales de su Corporación Municipal en los últimos cinco años», es decir, que llega a la conclusión dicha, precisamente en función de unas bases concretas, el presupuesto municipal de los últimos cinco años, y, por tanto sin tener en cuenta posibilidades o previsiones de futuro que no tiene que coincidir necesariamente con el nivel presupuestario anterior, de lo que ha de deducirse que la recurrente no ha probado, como le incumbía, la infracción legal sobre este punto... 

Fundamentos  del Tribunal Supremo:

TERCERO.- Tampoco pueden prosperar las alegadas deficiencias en la evaluación económica del plan ni la pretendida insuficiencia del estudio económico-financiero para alcanzar los fines propuestos, lo primero porque dicha evaluación debe ser realizada por el Plan General desde una perspectiva global no siendo exigibles ni posibles previsiones específicas concernientes a la realización concreta de las obras que es más propio de los planes de ejecución y proyectos de urbanización y lo segundo porque el Perito Doctor en Ciencias Económicas que interviene en el pleito más que afirmar la insuficiencia del estudio económico-financiero lo informa negativamente por estimar se basa en contribuciones especiales en momento económico desfavorable por la crisis económica y la presión fiscal, no estimando conveniente pensar en las subvenciones del Estado, la Generalidad o las Diputaciones en momentos como los actuales de elevado déficit público, valoraciones de carácter subjetivo basadas en razones de oportunidad cuya apreciación es facultad exclusiva de la Administración y ajena a esta Jurisdicción, que únicamente puede verificar el control de la legalidad de los actos administrativos y de las normas sin más excepción que la constituida por la desviación o exceso de poder.

- Sentencia de 31 de Enero de 1989 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS de 1976, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Antonio Bruguera Manté. (RJ 1989,595)

Objeto: Aprobación del PGOU de Vallada.

Fundamentos de Derecho:

UNDECIMO.- ... en cuanto a los costos de ejecución de los servicios de urbanización previstos en el Plan General, el Perito dice que son necesarios 152.279.700 Ptas. como valor del suelo a ocupar para los servicios, y que es de 116.660.603,14 Ptas. el importe de las obras de urbanización a realizar, ascendiendo el presupuesto total entre terrenos y obras a 268.940.303,14 Ptas. frente a las 31.573.088 Ptas. que consigna el Estudio Económico-Financiero del Plan como costos de urbanización.

- Sentencia de 3 de Mayo de 1990 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS de 1976, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Juan García-Ramos Iturralde. (RJ 1990, 3791).

Objeto: Aprobación definitiva del Plan Especial de Reforma Interior de Can Parera. (Badalona).

Fundamentos de Derecho:

CUARTO.- Tampoco pueden ser acogidas las alegaciones que acaban de ser indicadas si se tiene en cuenta que las mismas se apoyan, fundamentalmente, como ha quedado ya señalado, en el dictamen pericial emitido en la primera instancia. Pero a este dictamen pericial no se le puede otorgar la virtualidad que pretende la parte recurrente ya que si bien en el mismo se dice, tras indicar que el coste real de construcción del aparcamiento debe situarse del orden del doble del precio que se considera en el Estudio Económico-Financiero del Plan, que «con esta sola variación queda totalmente alterado el estudio de rentabilidad y amortización que figura en la Memoria del Plan (...). Por ello resulta inviable en la forma prevista a base de la iniciativa privada» la realidad es que el dictamen al que nos referimos carece de la necesaria fundamentación. El Perito se limita a poner de relieve en su informe determinadas dificultades técnicas en la realización del Proyecto de que se trata, así como la diferencia en el coste de la construcción que ya ha quedado señalada, pero sin tratar de justificar o razonar sus afirmaciones lo que impide, como ya se ha señalado, que el dictamen en cuestión tenga los efectos que pretende la parte recurrente. No puede olvidarse que conforme al artículo 627 de la Ley de Enjuiciamiento Civil los peritos «darán su dictamen razonado».
- Sentencia de 28 de Enero de 1999 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS92, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Pedro José Yagüe Gil. (RJ 1999,102).

Objeto: Aprobación definitiva del PERI de infraestructuras de La Coruña.

Fundamentos de Derecho:

B) Tampoco lo es la alegada falta de crédito o consignación presupuestarios (artículo 154.5 de la Ley 37/1988, de Haciendas Locales), pues en ningún sitio del ordenamiento urbanístico está exigido que la aprobación definitiva de un Plan vaya acompañada de compromisos de gastos contraídos en firme, lo que sólo será necesario cuando se vaya a acometer la ejecución del Plan. En fase de planeamiento, basta que las previsiones económicas se contengan, como mero proyecto, en el Estudio Económico-Financiero. (Dicho sea esto también sin prejuzgar la respuesta que haya de darse al argumento cuando se estudie el fondo del asunto).

- Sentencia de 4 de Mayo de 1999 del Tribunal Supremo, bajo el TRLS de 1976, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Manuel Vicente Garzón Herrero. (RJ 1999, 3406)

Objeto: Aprobación Definitiva de la adaptación del PGOU de Málaga.

Fundamentos de Derecho:

Quinto.-... Por lo que atañe a la inexistencia de informe del interventor, el artículo 173 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de las Corporaciones Locales supedita el informe previo del interventor, como lo acredita la expresión “en su caso” que el precepto utiliza, a los actos que impliquen “reconocimiento y liquidación de derechos y obligaciones o gastos de contenido económico”, lo que claramente no es el caso.

- Sentencia de 14 de Marzo de 2000 del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, bajo la Ley del Suelo de 1992, siendo ponente la Ilma. Sra. Dª Nerea Juste Díez de Pinos. (RJ 2000,1235).

Objeto: Revisión del Plan General de Ordenación Urbana de Jaca.

Fundamentos de Derecho:
SEGUNDO.- ... A la luz de la anterior doctrina y constatado en el expediente administrativo que en la Ejecución del Plan se han tenido en cuenta previsiones económicas, estableciéndose directrices, en orden a la clasificación del suelo, vías de acceso la situación de las industrias existentes, derivándose unas consecuencias de carácter económico, según lo anteriormente establecido, lo expuesto unido a la intervención municipal convalidaría en todo caso el defecto subsanable enunciado.
- Sentencia de 15 de Noviembre de 2001 del Tribunal Superior de Justicia de Galicia bajo la Ley 1/1997, de 24 de Marzo, del Suelo de Galicia, siendo ponente el Ilmo. Sr. D. José María Arrojo Martínez. (RJ 2002, 163).

Objeto: Aprobación definitiva del Plan General de Ordenación Municipal de Gondomar.

Fundamentos de Derecho:

TRCERO.- ... Finalmente, en el mencionado informe, se recogen unas significativas reflexiones respecto al sentido y límites de las Contribuciones especiales como modo de financiación de actuaciones por los propios habitantes residentes en Gondomar, recordando que la imposición de Contribuciones especiales no es un sistema alternativo de ejecución de planeamiento ni de obtención anticipada por el Ayuntamiento, de recursos para esta finalidad.

 ( El valor que poseen los informes periciales ante los tribunales no resulta uniforme. En ocasiones, el Tribunal Supremo ha otorgado una gran importancia al informe pericial presentado, como así se desprende de la sentencia citada anteriormente de 31 de Enero de 1989, o de la sentencia de 25 de Abril de 1992(RJ1992, 3392). El Tribunal Supremo, valorando la prueba pericial en conformidad con las reglas de la sana crítica, puede considerar, como en estos casos, que el respectivo informe, consigue aportar argumentos que resultan más convincentes. 

Sin embargo, no siempre ha otorgado el Tribunal Supremo mayor credibilidad al informe pericial. En la sentencia citada de 3 de Mayo de 1990 no se concedió crédito al informe pericial. Esta situación puede venir propiciada porque el dictamen del perito careciese de fundamentación alguna que lo respaldase. 

Se puede, pues, afirmar, que el uso de la prueba pericial en esta cuestión no lleva al juez a sustituir el juicio de la Administración por el suyo propio, sino a realizar una valoración para resolver el caso a favor de la postura más convincente.

   En referencia al informe que emite la Intervención Municipal, cabe dedicar unas líneas a la problemática que se puede originar en relación con la consignación presupuestaria. Resulta necesario dejar claro en este apartado que pese a los informes que pueda emitir la Intervención Municipal, para la aprobación de un Plan, no resulta necesario que el Presupuesto General de la entidad consten con consignación presupuestaria aquellos gastos que aparecen en el EEF como imputables a la Administración actuante, como se desprende claramente de las Sentencias de 28 de Enero de 1999 y 4 de Mayo de 1999, reproducidas con anterioridad. 

En relación también a los dictámenes que se emitan por parte de la Intervención Municipal, el Tribunal Supremo ha llegado a afirmar que la Administración puede determinar con libertad cuales han de ser las fuentes de financiación que habrán de utilizarse para la ejecución del Plan. En este sentido, en la Sentencia citada con anterioridad, de 29 de junio de 1986, no se plantea la inviabilidad del Plan, incluso existiendo un informe negativo del perito interviniente, por el vago argumento de considerar errónea la elección de las fuentes de financiación. Sin embargo, en contraste con esta sentencia, hemos encontrado la Sentencia de 15 de noviembre de 2001, analizada anteriormente, en la que el tribunal se limita a tener en cuenta el informe de la interventora, y anula al acuerdo de aprobación, en base, entre otros motivos, a la elección de las contribuciones especiales como un recurso de financiación de las actuaciones. 

Sin embargo, fruto de sentencias tan contradictorias, se puede llegar a afirmar que el EEF plantea una actividad de elección de medidas financieras en función del interés público. En este sentido, los tribunales reconocen a la Administración un ámbito de decisión propio que no se puede invadir, a menos que se argumente y demuestre la insuficiencia de las fuentes de financiación, y por tanto, la inviabilidad13 del EEF. 

2. Análisis de la Jurisprudencia recaída en torno al Planeamiento de Desarrollo.

Después de haber llevado a cabo el análisis de la doctrina jurisprudencial en referencia al Planeamiento General, se puede llegar asegurar que las conclusiones extraídas, se pueden trasladar, en su mayor parte, a este apartado. 

Sin embargo, se hace necesario, por las diferentes exigencias que caracterizan al Planeamiento General y el Planeamiento de Desarrollo, abordar de nuevo algunos de los supuestos desarrollados en el análisis anterior. En definitiva, se ha de profundizar necesariamente en los apartados que a continuación se desarrollan. 

1. Ausencia del Documento en los Instrumentos de Desarrollo.

 En lo que se refiere al tratamiento que se realiza, por parte de los tribunales competentes, de la ausencia del documento en el Planeamiento General, cabe afirmar que la doctrina jurisprudencial mantiene la misma línea de análisis que con respecto al planeamiento de desarrollo.

- Sentencia de 8 de Octubre de 1998, bajo el TRLS de 1976, siendo ponente  Excmo. Sr. D. Pedro José Yagüe Gil. (RJ 1998,7155).

Objeto: Aprobación Definitiva del PERI de «La Coracha».

Fundamentos de Derecho:

QUINTO.- Respecto a la alegada falta en el Plan Especial impugnado de estudio económico-financiero, se trata de una cuestión ya resuelta por este Tribunal, cuando dictó la Sentencia de fecha 23 mayo 1997, que resolvió la Apelación número 12462/1991 que versaba también sobre impugnación del PERI que nos ocupa. Literalmente, en aquella sentencia decíamos lo siguiente: «En cuanto a los defectos formales, se insiste sólo en la falta de un estudio económico financiero, exigido en el artículo 77.2, g) del Reglamento de Planeamiento. Aunque no consta que dicho estudio se haya realizado, se han acreditado datos que revelan que la omisión carece de relieve invalidatorio, por existir una indicación precisa de cuáles son las fuentes de financiación para la adecuada ejecución del Plan y constar una valoración de toda la intervención pública municipal en el PERI. Consta, en efecto, en el expediente una valoración detallada realizada a efectos de las expropiaciones previstas y se ha probado documentalmente -sin que las alegaciones de contrario alcancen a desvirtuar con eficacia tal extremo- que la financiación del Plan se ha solicitado y previsto por los trámites procedentes a través de los Fondos FEDER de la Comunidad Europea, como razona con amplitud la sentencia recurrida y consta en el ramo de prueba de la Administración demandada. 

(  Se ha de concluir de igual manera que se hizo en el análisis de la ausencia del documento en el Planeamiento General. La ausencia del estudio económico-financiero se puede considerar como una causa aparente de que el Plan puede no contar con unas fuentes de financiación adecuadas. Esa causa aparente puede corresponderse o no con la situación real, pero si la Administración no destruye la apariencia creada por la ausencia del estudio, podrá llegarse a la convicción de que el Plan es inviable, por tanto irrealizable y de contenido imposible, y así nulo de pleno derecho

 Sirva para reforzar esta conclusión, la STS de 23 de enero de 1996 (RJ 1996,340), la cual, al anular las determinaciones impugnadas del PERI de “Puente de Vallecas” en Madrid, advierte que éste ha de ser el resultado natural cuando resulta patente que la omisión de todo dato económico y financiero sobre el costo del sistema de actuación propuesto (expropiación) y su financiación hacen al Plan especial cuestionado claramente inviable. Así coincide, de igual manera, la STS de 16 de Diciembre de 1992 (RJ 1992, 9845)que se detiene en la tramitación de un Plan Especial de Equipamientos Comunitarios, que carecía de referencias sobre cómo afrontar el coste de diversas operaciones necesarias para materializar el mismo. Ante la falta de previsión de aquellas entre las partidas del EEF, el TS acuerda la anulación de las actuaciones y la reposición a un momento anterior para que se completase el estudio. 

 Esta argumentación contrasta con la reflexión de la sentencia analizada con anterioridad, en la que la omisión de ciertos datos se considera de carácter irrelevante y ello es así porque una cosa es requisito de perfección y otra es requisito de eficacia, como posteriormente se demuestra en esta misma sentencia, al demostrar que si se contempla una previsión que se considera suficiente, por el tribunal competente, para entender cumplido el requisito del Estudio económico-financiero legalmente exigido, se entenderá que no existe ausencia del documento a efectos de nulidad.
2. Alcance de las Previsiones y el carácter específico.

La Jurisprudencia ha diferenciado tradicionalmente la exigencia de precisión del EEF en el Planeamiento General del Planeamiento de Desarrollo. Corresponde a los Planes de Desarrollo la concreción de los medios o recursos de que se dispone y a su vez, realizar una pormenorizada adscripción de los mismos a la ejecución de la Ordenación prevista. Encuentra apoyo lo mencionado en la siguiente sentencia: 

- Sentencia de 25 de Octubre de 1980 del Tribunal Supremo, bajo la ley de 12 de Mayo de 1956, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Eugenio Díaz Eimil. (RJ 1980, 3947)
Objeto: Aprobación del Plan Parcial del Casco de Torrelavega.
CDO.:.- ... siendo particularmente clarificadora en este extremo la citada Sentencia de 24 octubre 1977, expresiva de que sí bien es cierto que el estudio económico-financiero «es un elemento común al plan general y al parcial y que ha de existir, en ambos casos, el documento acreditativo de tal exigencia, no puede dejar de resaltarse la diferencia esencial que también existe, puesto que en el supuesto del plan general bastará acreditar, desde una perspectiva amplia general, las posibilidades económico-financieras del territorio y la población, mientras que en el caso del plan parcial o especial resulta necesario detallar los medios económico-financieros disponibles, además de su adscripción a la ejecución del plan».
CDO.:.-... siendo imprescindible para ello que la Memoria contenga, como primer dato esencial, el coste real del Plan y, sobre él, se consignen los proporcionales medios económicos o fuentes de financiación con que realmente se cuente para cubrir dicho coste y que tales prevenciones no se cumplen viene sólidamente justificado por el análisis crítico que la sentencia apelada hace con fundamento en unos razonamientos que esta Sala, por su acierto, acepta íntegramente y da aquí por reproducidos.

Sin Embargo, existen una serie de Sentencias que incorporan ciertos matices a lo expuesto hasta el momento.

- Sentencia de 13 de Octubre de 1999, del Tribunal Supremo, bajo el TRLS76, siendo ponente el Excmo. Sr. D. Jorge Rodríguez- Zapata Pérez. (RJ 1999, 7962).

Objeto: Aprobación definitiva del Proyecto de Reparcelación del Plan Parcial industrial “Serra de Baix”, de Sant Marti Sarroca.

 Fundamentos de Derecho:

Segundo.- El motivo enunciado no puede prosperar. Aparte de desconocerse en forma patente la apreciación de los hechos que efectúa la sentencia recurrida, que declara que las obras previstas en el proyecto de Urbanización lo fueron asimismo sustancialmente en el Plan Parcial y que, además, suponen un incremento mínimo del total de la obra a realizar, es claro que el estudio económico-financiero del Plan Parcial no debe contener, como se defiende, un presupuesto detallado en el que deban constar cantidades específicas de gastos e ingresos o previsiones concernientes a la realización concreta de las obras, siendo suficiente que indique las fuentes de financiación que quedarán afectas a la ejecución del Plan, de acuerdo con una previsión estimativa y aproximada que garantice la real posibilidad de su realización en función de la importancia de las determinaciones del planeamiento.

- Sentencia de 19 de Enero de 2001, del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, bajo el TRLS92, siendo ponente la Ilma. Sra. Dª Fátima Arana Azpitarte. (RJ 2001,593).

Objeto: Modificación del Plan Parcial “ Arroyo de la Vega” de Alcobendas.

Fundamentos de Derecho: 

Quinto.- De la prueba solicitada por la sala para mejor proveer, resulta que en el Estudio Económico Financiero del Plan Parcial del año 90 los costes de urbanización ascendían a 4.333 millones de pesetas, si bien no se incluían en dicha cantidad al menos los gastos jurídicos, las expropiaciones, las indemnizaciones por edificaciones y actividades existentes ni el IVA; por lo que el desfase entre uno y otro, 500 mil pesetas, no se estima exagerado si se tiene en cuenta que el Estudio Económico Financiero es meramente estimativo y aproximativo y el recurrente no alega ni prueba que los conceptos y valoraciones no se hallan realizado o calculado correctamente.

(  Se observa que existe una cierta indefinición del contenido que ha de presentar el EEF en los Planes Parciales y especiales, ya que se contempla, como en la segunda de las sentencias analizadas, que deja claro que el contenido pormenorizado no resulta exigible necesariamente a los denominados Instrumentos de Desarrollo, sino que tales cantidades específicas de gastos e ingresos concernientes a la realización de las obras de Urbanización, resultan ser más propias de los instrumentos de ejecución del Plan. 

De la tercera sentencia analizada, se puede llegar a afirmar que el EEF resulta ser estimativo, no cumpliendo así la función de ser una cuenta de liquidación definitiva.

 De esta forma, podemos decir que en el caso hipotético de cuestionar el sistema de imputación de los costes de urbanización, no será dirigido tal recurso contra el EEF del Plan Parcial, sino que se formulará contra el Proyecto de Reparcelación. Para otorgar mayor firmeza a lo expuesto, cabe citar la reciente STS de 27 de Mayo de 2002 del Tribunal Supremo14.

Se puede, por tanto, concluir que el contenido que ha de integrar el EEF de los Planes Parciales y especiales viene definido en la legislación vigente, sin embargo, existen ciertas situaciones originadas básicamente por las características que definen el urbanismo que ha de resolver, como ha quedado de manifiesto, la doctrina jurisprudencial.   

4. Metodología de Elaboración del Estudio Económico Financiero del Plan General de Ordenación Urbana de Vigo de 2003.

Una Ordenación Urbanística es una regulación del uso del suelo que tiene en cuenta las previsiones de crecimiento y los cambios que experimentará la ciudad. El desarrollo de la Ordenación Urbanística, que es la construcción de la ciudad, requiere de inversiones privadas y públicas. El Plan General de Ordenación Urbana supone la determinación de la dimensión y la localización de la inversión que resultará necesaria para la ejecución de las determinaciones del planeamiento general. Las inversiones han de ser realizables y financiadas en un periodo de tiempo determinado, que habrá de ser razonable, y la función principal del Estudio económico-financiero es plantear esquemas posibles de financiación privada y pública para conseguir la ejecución efectiva de la Ordenación Urbanística.

Esta aproximación no se encuentra exenta de los problemas e inconvenientes que se plantean con las actuaciones de carácter atemporal, sin plazo determinado de finalización, que forman parte de la Ordenación Urbanística y que dependen de variables no previsibles que condicionan el crecimiento urbano y de un conjunto de decisiones de las administraciones no municipales. 

El Plan de Etapas ó Estrategia de actuación, como así se denomina en la actual ley gallega, complementa los aspectos económicos, definiendo las actuaciones de desarrollo urbano, conforme a las políticas municipales del suelo, definiendo la intervención preferente para cada caso de la iniciativa pública y privada, en el contexto de las necesidades previsibles de la nueva edificación privada y de las disponibilidades de la administración para la obra pública.

La financiación de la obra pública necesaria para la mejora de la calidad urbana depende en primer lugar de los diferentes ámbitos competenciales y de la normativa urbanística, pero también de las alternativas de inversión entre el Ayuntamiento y el resto de las administraciones, por un lado, y entre el conjunto del Sector Público y el Sector Privado por otro.

 Cabe destacar, que la finalización de todas las actuaciones que se contemplan en el PGOU dependen de la capacidad de inversión municipal y de la presión fiscal que resulte conveniente alcanzar.

 Se habrá de tener en cuenta a su vez, el resultado económico derivado de la participación del Ayuntamiento en las plusvalías del suelo de nuevo desarrollo, como una importante fuente de ingresos para asumir la inversión en obra pública, teniendo en cuenta la situación actual y las previsiones que se manejan del mercado inmobiliario de la ciudad de Vigo. La ventaja que ofrecen estos recursos es que no se generan a partir de los ingresos corrientes de la hacienda municipal, permiten reducir el plazo de ejecución del plan y a su vez se disminuye el endeudamiento del ayuntamiento.

El nuevo Plan plantea una idea básica que es la finalización de la ciudad, por un coste, que consecuentemente ha de demandar un importante esfuerzo de inversión tanto pública como privada. Los principales condicionantes económicos que se contempla en el Plan General son los siguientes:

- Desarrollo del sector industrial, dotando a la ciudad de nuevas zonas industriales y de actividad terciaria, para impulsar e incentivar la implantación de una mayor actividad económica en el contexto de los cambios estructurales actuales, la integración europea que se potencia con la proximidad de Portugal y la mundialización de la economía.

- Ampliación de la oferta del suelo residencial, cuya limitación ha contribuido en parte a generar los altos precios del mercado inmobiliario.

- Incremento del número de viviendas de iniciativa pública, con la finalidad de ampliar la demanda que queda excluida de las condiciones actuales del mercado.

- Mejora del Sistema de Comunicaciones tanto en la periferia como en el centro de la ciudad.

- Desarrollo de nuevos equipamientos que supongan un incremento del nivel urbano para la ciudad.

De acuerdo con los artículos 15 y 16 de la LSG 97 y el Art. 60 de la nueva ley, la Estrategia de Actuación y la Evaluación económico y financiera de las actuaciones a desarrollar son una parte de los documentos que resultan necesarios para la formalización de todo Plan General de Ordenación Urbana, que según el artículo 52 de la actual ley, lo define como un instrumento urbanístico de ordenación integral, que albergará uno o varios términos municipales completos, clasificarán el suelo para el establecimiento del régimen jurídico correspondiente, definirán los elementos fundamentales de la estructura general adoptada para la ordenación urbanística del territorio y establecerán las determinaciones orientadas a promover su desarrollo y ejecución.

La Programación y la evaluación económica habrán de complementarse, definiendo el carácter público o privado de las dotaciones, especificando las obras y servicios que se atribuyen al sector público y privado, e indicar en el primero de los casos, los Organismos y Entidades Públicas que asumirán el importe de la inversión, con la finalidad de establecer el carácter competencial de cada actuación, según el artículo 42 del Reglamento de Planeamiento15.

Resulta necesario igualmente especificar las circunstancias que determinen, en su momento, la revisión del PGOU, en función de la población total y su índice de crecimiento, recursos, usos, intensidades de ocupación y demás elementos que van a justificar la clasificación del Suelo.

El contenido mínimo de la evaluación económico financiera hace referencia principalmente a las inversiones programadas, aunque se ha de establecer una metodología entre la dimensión económica y la temporal del Planeamiento. El carácter atemporal del Planeamiento no excluye la necesidad de situar las posibilidades de su ejecución en el contexto de los recursos actualmente previsibles y el valor que representa la construcción nueva en la financiación de los Entes Públicos.  

Desde el punto de vista de la racionalidad de las decisiones, resulta necesaria la justificación económica para todas las decisiones del PGOU que impliquen una “ distribución de beneficios y cargas”, y esto tanto desde el punto de vista de la base económica del municipio como de los valores que determinan el mercado inmobiliario de la ciudad.

Los documentos que han de integrar el Estudio económico-financiero han de servir especialmente para justificar el límite de los recursos económicos tanto públicos como privados,                                                     las causas que condicionan las decisiones del planeamiento urbanístico, que la Ordenación Urbanística de la revisión del Plan General se ajusta al máximo posible a los escasos recursos disponibles y que se incorpora su ejecución en el periodo que se contempla para desarrollar las determinaciones del Plan.

Para elaborar el Estudio económico-financiero del PGOU de Vigo, se ha tenido en cuenta la ciudad y en base al análisis que se desprende de toda la información recopilada, se establece la siguiente metodología, que se estructura en los siguientes puntos:

1- La base económica del municipio y del área funcional.

2- El mercado inmobiliario del municipio como soporte de las cargas financieras.

3- La gestión urbanística y las inversiones públicas del periodo 1996-2002, como referente de capacidad para el desarrollo del Plan General.

4- Sistemas públicos de infraestructura, equipamientos y urbanización local: evaluación económica, hipótesis de financiación por Administraciones y estimación de inversiones futuras.

5- La viabilidad económica de la delimitación de sectores y unidades de ejecución para la distribución de cargas y beneficios urbanísticos.

6- Tendencias de inversión pública de las administraciones no municipales y estimación de la inversión pública futura en el municipio.

7- La capacidad de inversión municipal para financiar las inversiones de competencia propia en función de hipótesis razonables de la evolución de ingresos corrientes, gastos de funcionamiento y carga financiera.

8- Dictamen de viabilidad económica y financiera.

9- Programa de Actuación para los períodos 2004- 2007 y 2008- 2011. 

A lo largo de este apartado, se recoge el contenido que el Estudio Económico-Financiero debe establecer en el planeamiento general. Estas determinaciones se contemplan en el documento que está siendo elaborado, con el fin de formar parte del Plan General de Ordenación Municipal de Vigo. De manera esquemática, se exponen cada uno de los apartados que integran el EEF elaborado para la ciudad de Vigo y que puede representar un esquema orientativo, para la elaboración de un Estudio económico-financiero de un Plan General de Ordenación Urbana.   

1. La base económica del municipio y del área funcional.

La finalidad de este apartado es conocer e interpretar las principales dimensiones urbanas que definen la base económica y residencial de Vigo. Por tanto, el objetivo es lograr tener un conocimiento amplio de la ciudad que permita conocer sus posibilidades de desarrollo, con el objeto de diagnosticar las bases razonables para una planificación urbana.

De forma resumida, hemos de citar las variables tenidas en cuenta para llevar a cabo el estudio del municipio y su entorno.

GALICIA.

A. Datos Básicos de Galicia.

B. Población Ocupada por sectores económicos y provincias 1996-2000.

C. Trabajadores afiliados a la Seguridad Social por Provincias 1996-1999.

D.  Población parada y Tasa de Paro por sectores económicos y provincias 1997- 2000.

E. Construcción de viviendas nuevas por tipos(visadas, iniciadas y terminadas) y   

         Provincias 1995-2000.

F. Hipotecas por Provincias 1996-1999.

VIGO Y SU ÁREA DE INFLUENCIA.

A. Index Vigo. 1992- 2000.

B. Trabajadores en alta en la Seguridad Social. Régimen General. 1993- 2000.

C. El Ciclo Económico.

D. Paro total registrado 1980- 2000.

E. Paro registrado por sectores 1989- 2000.

F. Construcción. Ingresos del Ayuntamiento de Vigo por el Impuesto de Construcciones 1990- 2000.

G. Citroën- Peugeot. Producción de vehículos 1980- 2000.

H. Citroën- Peugeot. Empleo 1980- 2000.

I. Líneas telefónicas 1991-2000.

J. Puerto de Vigo. Tráfico de Mercancías 1980-2000.

K. Aeropuerto de Vigo. Tráfico de pasajeros y mercancías 1980- 2000.

L. RENFE. Tráfico de pasajeros y mercancías 1993-2000.

M. Paro registrado por sectores económicos y tipos 1980-2000.

N. Sectores del Informe de Coyuntura.

GALICIA. Presupuestos de gastos de las Administraciones Públicas.

A. Administración General 1996-2000.

B. Sociedades Públicas y Entes Públicos 2001.

C. Diputaciones provinciales 2000.

D. Ayuntamientos 1996- 1999.

La información manejada ha servido para conocer con mayor exactitud el municipio y su entorno. Sin embargo, la finalidad principal es obtener la información necesaria para ser incorporada en el análisis que corresponde con el objetivo del EEF.

2. El Mercado inmobiliario del municipio como soporte de las cargas financieras.

El resultado del proceso de distribución de cargas y beneficios de un planeamiento se encuentra especialmente condicionado por los precios inmobiliarios. Cabe destacar además que los costes de urbanización de los sistemas locales tienden a ser independientes de la edificabilidad y de la localización dentro de la ciudad.

Este estudio sirve de base para dimensionar, desde el punto de vista económico, las cargas máximas de los sectores de planeamiento en suelo urbano y urbanizable, que a su vez constituyen una de las bases del estudio de viabilidad económica de los sectores de desarrollo que se presenta más adelante.

Resulta interesante, a efectos del desarrollo de este estudio, el análisis de las siguientes variables: 

- los precios medios de viviendas nuevas que se han registrado en los últimos años, en este caso en Vigo, en su área metropolitana y en la provincia de Pontevedra.

- los precios medios, al igual que en el punto anterior, de viviendas de segunda mano,  

- el análisis del crecimiento absoluto de los precios medios experimentado en los últimos años.

 La aplicación del crecimiento medio de precios de mercado, a las valoraciones disponibles para el 2003, tanto en viviendas nuevas como de segunda mano, facilitará la obtención de los precios de las viviendas para el año 2004, que ha de servir de referencia para la elaboración de los estudios de viabilidad de los sectores de suelo urbanizable.

Resulta imprescindible este estudio, a su vez, porque tomando como referencia los precios medios de los municipios limítrofes, se pueden obtener conclusiones con respecto al nivel de precios que se ha de lograr establecer, con el objetivo de crear una ciudad competitiva económicamente. De esta manera, se logrará hacer atractivo el crecimiento de la ciudad a los grandes inversores, que recordemos, su principal finalidad es la de lograr obtener el máximo rendimiento de su inversión. 

De esta manera, habiendo establecido los precios medios de la vivienda, se podrá realizar una distribución de cargas por cada sector, que nos indique previamente el nivel máximo que puede soportar cada uno, sin descuidar que deje de ser económicamente viable. 

3. La Gestión Urbanística y las Inversiones Públicas del período 1996-2002, como referente de capacidad para el desarrollo del Plan General.

El Plan General Municipal vigente es el marco de la gestión urbanística municipal y donará el esfuerzo al plan que se elabora, para que en el futuro se pueda lograr elaborar el Plan de Etapas de la revisión del PGOM.

Para la elaboración de este análisis se ha manejado toda la información urbanística municipal facilitada desde 1993. La elaboración de este estudio, ha constituido una iniciativa excepcional entre los ayuntamientos de Galicia, que en general no disponen de esta información elaborada.

Se puede decir que la gestión urbanística e inversora del ayuntamiento de Vigo se ha materializado en los componentes básicos siguientes:

- Desarrollo y urbanización de los sectores en suelo urbano, urbanizable y de núcleo rural a cargo de la iniciativa, tanto pública como privada, para la construcción de nuevas viviendas y el desarrollo de suelo para otras actividades económicas.

- Cesión de suelo de uso público. (Viales, equipamientos y zonas verdes). 

- Adquisición pública del suelo, fruto del acuerdo con la propiedad o bien por expropiación.

- Inversiones municipales en sistemas locales.

- Inversiones municipales en Sistemas Generales nuevos de la ciudad.

- Inversiones municipales en actuaciones no urbanísticas.

- Inversiones municipales en inversiones de reposición, que tienen como función, mantener las actuaciones en un nivel adecuado de conservación.

El análisis efectuado en este apartado, excluye los sistemas financiados por las Administraciones Supramunicipales, que se desarrolla en el apartado 6.

Como se desprende de los cuadros realizados, existe una información urbanística de vital importancia para el EEF16.
El número de viviendas iniciadas en este periodo, ha de ser tomado como referencia para realizar las previsiones de las necesidades de suelo de uso residencial para los próximos años. 

Por tanto, la cifra total de viviendas justificará la necesidad de incrementar la oferta de suelo urbanizable residencial  para hacer frente a una demanda equivalente a la del periodo analizado. 

La evaluación de las necesidades del PGOM determinará la necesidad de ajustar y modificar la estructura sectorial de la inversión.

También resulta interesante analizar el coste que ha representado el desarrollo de los diferentes sectores y unidades de ejecución, para así poder disponer de datos objetivos que han de servir como referente para la evaluación de las cargas y beneficios del nuevo desarrollo que experimentará la ciudad en los próximos años.

4. Sistemas públicos de infraestructura, equipamientos y urbanización local: evaluación económica, hipótesis de financiación por administraciones y estimación de inversiones futuras.

Los Sistemas públicos de infraestructura hacen referencia a las propuestas de ordenación urbanística referidas a la infraestructura viaria, los espacios verdes, los equipamientos y las actuaciones medio-ambientales. Son Sistemas Generales porque constituyen actuaciones aisladas y no forman parte de las cargas de urbanización de los sectores en desarrollo.

La evaluación y la financiación de éstos, presenta como característica básica común, que la financiación privada y de las administraciones supramunicipales, tienen asignados generalmente, siguiendo las tendencias históricas, unos compromisos de inversión de cuantía superior a los del ayuntamiento. Se ha de proceder a recoger todas las inversiones de mayor entidad de infraestructura viaria, de zonas verdes, equipamientos, y de carácter medio-ambiental.

Adicionalmente a los Sistemas Generales, resulta necesario el cálculo de todas las cargas de urbanización de sistemas locales a cargo de las promociones inmobiliarias, incluyendo la participación del ayuntamiento, como contrapartida del correspondiente 10% de aprovechamiento.

De este estudio, se obtiene el importe correspondiente a la inversión total en Sistemas Generales y locales. Sobre la base de este valor, se ha de realizar el cálculo que representa, teniendo en cuenta la población actual. De esta manera, se expresará lo que supone el importe total por cada residente actual. 

Los escenarios de inversión del ayuntamiento atendiendo a los recursos previsibles, dependen del periodo de ejecución del PGOU, que estará condicionado en función de los recursos empleados y de la evolución de la demanda inmobiliaria. Sin embargo, habrán de tenerse en consideración, los importes que ha de asumir el ayuntamiento en inversión de reposición y en proyectos de inversión nueva no urbanística.

5. La viabilidad económica de la delimitación de sectores y unidades de ejecución para la distribución de cargas y beneficios.

La propuesta del PGOU se compondrá de un número determinado de sectores y unidades de ejecución para delimitar el suelo de nuevo desarrollo de la ciudad.

Para desarrollar este apartado, se han de confeccionar tablas que contendrán información acerca de la distribución de los metros cuadrados de techo y de las posibles cargas y beneficios asociadas. Resulta necesario realizar un estudio detallado de cada una de las variables que actúen sobre la propuesta, a partir de las cuales se elaborará un estudio de viabilidad económica para cada sector de suelo urbanizable y de suelo urbano.

A su vez, se ha de recoger una relación de la distribución del aprovechamiento, cuantificando los metros cuadrados de techo para vivienda libre y de protección oficial, así como los metros cuadrados de otros usos. Se ha de incorporar, de igual manera, el aprovechamiento que corresponde a la administración, producto de la cesión del 10%, como así se contempla en la legislación urbanística.

Se ha de presentar la información desglosada por ámbitos de actuación, en la que se contemple una relación de las cargas y beneficios. Con relación a las cargas, se ha de iniciar la evaluación de los costes de urbanización, de la edificación y de derribo. Asimismo se realizará una evaluación del valor del suelo y del importe que corresponde con los gastos de gestión y financieros que se desprenden de la actuación. En cuanto a los Ingresos, se evaluará a partir de los derivados de la venta del aprovechamiento que corresponde a viviendas libres, de protección oficial, así como el destinado a otros usos.

Profundizando en las variables anteriores, resulta conveniente llevar a cabo una breve explicación de cada una de las variables mencionadas con anterioridad. En relación con las cargas:

a. Suelo: se ha de analizar con detalle, la estructura de la propiedad. Cada superficie contará con la correspondiente valoración catastral, como punto de partida para la valoración de la misma. Con relación a la distribución de la superficie de suelo, se estima que aproximadamente entre un 25%-30% ocuparán de suelo las zonas verdes y los viales y un 10% los equipamientos que se establezcan.

b. Edificación y derribo: se contabilizan los metros cuadrados de techo presentes en cada sector, sobre la base de la información suministrada por los valores catastrales. De esta manera, se incorporan al estudio los metros totales afectados. El importe estimativo correspondiente a gastos de derribo, es de 18 euros/ m2t. Se ha de valorar, a su vez, tomando como referencia el aprovechamiento que se contempla para cada sector, el importe al que asciende la ejecución material de la edificación nueva. 

c. Actividad: a partir de los datos proporcionados por la Administración, a través del impuesto de actividades económicas, se ha de cuantificar y valorar la actividad que se desempeña en cada sector, se evaluará la actividad en ejecución, las partidas de gasto que corresponden con los trabajadores y el lucro cesante, fruto de la paralización de la actividad.

d. Costes de Urbanización: en la carga correspondiente a los costes de urbanización se han utilizado los parámetros estimativos siguientes: 72 euros/ m2s para las zonas verdes y de 120 euros/ m2s en el caso de los viales. En las zonas verdes, se computan principalmente, la explanación, el tratamiento del suelo y jardinería, los trabajos de adaptación y el posible mobiliario urbano.

Las principales variables a valorar, por su importancia, resultan las siguientes: la red viaria, incluyendo la explanación, la pavimentación y señalización, la red de abastecimiento de agua y riego, la red de alcantarillado, la  red de energía eléctrica y alumbrado público y la red de telefonía. 

De acuerdo con la participación que tengan que asumir los particulares y el ayuntamiento en cada sector, se recomienda elaborar una tabla en la que se recoja la distribución de gastos de acuerdo a los porcentajes que cada uno deba asumir.

Se ha de incorporar, igualmente, las repercusiones de algunos sistemas generales que se internalizen en los sectores de desarrollo que se seleccionen para la financiación de estos últimos.

e. Costes de gestión y beneficios: para su obtención, sobre la totalidad de las cargas, se ha de aplicar un 6% que corresponde generalmente, con el importe del beneficio industrial y entre 13%- 15%, que corresponde con los gastos generales de gestión.

Con relación a los Ingresos, se ha de obtener el aprovechamiento total descontando previamente, la cantidad perteneciente que se cederá por ley, a la administración correspondiente.

De esta manera, los Ingresos se obtendrán como consecuencia de la venta del aprovechamiento resultante, después de haber descontado el que corresponde a la Administración. Para ello, se han de manejar los valores medios de venta tanto de viviendas libres como los destinados a otra actividad urbanística.

El objetivo de este apartado es lograr calcular si con posterioridad a la cuantificación de las cargas que han de soportar los sectores, previamente delimitados, y de los ingresos que se prevea recaudar como consecuencia de la venta del aprovechamiento resultante, tanto de viviendas como de otra actividad, el balance final resulta ser positivo ó negativo, o lo que es lo mismo, si existe superávit ó déficit. Con relación al margen que se ha de lograr para considerar atractiva la inversión, ha de oscilar entre el 20%-25% del importe de los costes totales.

Resulta interesante reflexionar al final de este apartado, acerca de la financiación de las obras clasificadas como Sistemas Generales y Locales. En este sentido, las cargas se han de lograr repartir de manera equitativa y en la mayor proporción posible, cuidando evitar perder la viabilidad del sector, dado que la cuantía que no se financie a cargo del desarrollo de los sectores, se ha de pagar a cargo de los presupuestos municipales y extramunicipales.

6. Tendencias de inversión pública de las Administraciones no municipales y estimación de inversión pública futura en el municipio.

El objetivo básico del análisis de la inversión pública no municipal es evaluar si resulta necesario llevar a cabo un esfuerzo semejante o mayor por parte de estas administraciones, para la elaboración del PGOM, en comparación con el periodo analizado.

El punto de partida es la inversión a cargo de las administraciones no municipales en el PGOM y lo interesante para este estudio, es obtener el valor total expresado siempre en valores de 2002, es decir, en valores constantes.

El período que comprende nuestro análisis, lo componen las inversiones materializadas durante los años 1990-2002 por parte de estas administraciones17.

En el caso de Vigo, la distribución por administraciones ha sido la siguiente: MOPU, Xunta de Galicia, Diputación, Feder y la  Zona Franca.

Globalmente, resulta necesario realizar un esfuerzo de gestión por parte de las administraciones no municipales semejante al periodo analizado. De esta manera, se ha de establecer como referencia, un nivel de inversión que como mínimo ha de alcanzar el de los últimos diez años.

7. La capacidad de inversión municipal, para financiar las inversiones de competencia propia, en función de hipótesis razonables de la evolución de ingresos corrientes, gastos de funcionamiento y carga financiera.

El objetivo básico del presente apartado consiste en evaluar la capacidad hacendística del Ayuntamiento.

Un dictamen sobre el comportamiento de la hacienda municipal ha de contemplar los siguientes aspectos:

- Los ingresos y los gastos corrientes.

- La fiscalidad local a través del análisis de las Ordenanzas fiscales correspondientes al municipio en los últimos años, con la finalidad de comprobar el nivel de presión fiscal.

- La dinámica presupuestaria.

- La actividad inversora.

- La ejecución de los Presupuestos.

- La deuda financiera.

- El remanente de tesorería.

La relación entre el volumen de ingresos y gastos corrientes constituye la base de la generación de recursos para incrementar el capital público municipal en directa relación con la media de la inversión, mientras que su estructura y su composición, condiciona las tendencias de crecimiento.  

La información presupuestaria que se ha tomado como referencia para iniciar el estudio de la hacienda municipal, se basa en el análisis de los presupuestos municipales liquidados de los últimos 4 años18. 

De toda la información manejada, se obtienen conclusiones relativas a la incidencia de la hacienda municipal sobre el urbanismo de la ciudad. 

Resulta interesante representar gráficamente la información manejada y estudiada, puesto que facilita la comprensión de los términos utilizados con mayor rapidez y representa una útil herramienta para comparar las variables que presentan mayor relieve en la financiación de la inversión del municipio.

A modo de ejemplo, se incorpora un gráfico elaborado para la redacción del EEF de Vigo. 
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Fuente: Elaboración propia.

Las variables utilizadas para su elaboración, durante los cuatro años anteriores, en valores constantes, son las siguientes:

 El valor correspondiente con la recaudación por contribuciones especiales, la inversión presupuestada definitiva, la inversión real liquidada, los ingresos por transferencias de capital, los ingresos por venta de activos, el endeudamiento (capítulo 9 de ingresos) y la relación Inversión/ Ahorro Neto.

De esta representación gráfica, se obtiene la siguiente lectura:

Los Ayuntamientos, como se sabe, tienen gastos e ingresos. Los Gastos que presenta una Corporación Municipal se pueden estructurar en tres grandes grupos: Los gastos de funcionamiento (Cap. 1, 2, 4), los Costes financieros (Cap. 3 y 9) y la inversión ejecutada (Cap. 6, 7, 8).

A efectos de este estudio, resulta imprescindible analizar, como resulta patente, plantear cómo se obtiene la financiación de la inversión.

Se ha de distinguir, como se desprende de la representación gráfica, el importe que corresponde con la inversión presupuestada de la correspondiente con la inversión real ejecutada. La inversión real ejecutada es la que se ha llegado a materializar, como consecuencia, la que ha generado un desembolso real de las arcas municipales y por tanto, la que se ha de tener presente para asumir su financiación.

Este importe puede ser asumido por diversas alternativas: una puede ser a cargo de otras Administraciones, mediante transferencias de Capital (Cap. 7), otra forma es vendiendo activos (Cap. 6), endeudándose, es decir solicitando créditos (Cap. 9) y de igual manera, del importe resultante si el saldo es positivo, de la diferencia sobrante entre los ingresos corrientes-gastos de funcionamiento.  

De esta manera, si se analizan los distintos años que se representan, se puede observar como el comportamiento de una de las variables modifica el comportamiento de otra fuente de financiación para asumir el coste de la inversión, ya que el importe, por citar un ejemplo, que no sea cubierto recibiendo recursos de otras administraciones, ha de asumirse vendiendo activos, endeudándose ó reduciendo los gastos, para así disponer de un mayor número de recursos para asumir la inversión ejecutada.  

8. Dictamen de viabilidad económica y financiera.

El estudio realizado intenta argumentar la viabilidad económica e inmobiliaria de las propuestas que se desprenden del Plan General de Ordenación Municipal de Vigo, según hipótesis razonables y posibles de precios inmobiliarios, cargas urbanísticas y escenarios posibles de inversión del propio Ayuntamiento y de otras administraciones del municipio. 

La argumentación presentada en el plan de Vigo, se basa en los siguientes aspectos:

- El planeamiento que se propone resulta necesario para el mercado inmobiliario municipal, porque incrementa la oferta de suelo residencial y mantiene la oferta de suelo destinado a actividad económica, normalizando y diversificando la oferta actual, siguiendo tendencias similares a las del decenio pasado. La previsión de absorción del mercado de la totalidad de la oferta potencial, siguiendo estas tendencias, es de unos 15 años. Este plazo deja un margen suficiente porque no se prevén limitaciones de la oferta si el desarrollo y la gestión urbanística siguen el plan de etapas que se ha establecido.

- El contenido de las propuestas resulta adecuado para lograr un nivel más elevado de calidad urbana y de la ciudad, absorbiendo el déficit existente y posibilitando que el nuevo crecimiento y la urbanización establezcan un nivel de calidad adecuado.

- Económicamente viable, desde el punto de vista de la distribución de cargas y beneficios, porque los valores residuales del suelo se sitúan ligeramente por encima de los valores catastrales y de los precios de mercado, internalizando los costes de una urbanización de alta calidad y una proporción razonable de sistemas generales, compatibles con la viabilidad económica de la promoción inmobiliaria.

- Las determinaciones del planeamiento son razonables y posibles desde la inversión municipal, en un término medio de 12 años, sin necesidad de incrementar significativamente la presión fiscal, con niveles similares de inversión y endeudamiento al de los últimos ocho años, con hipótesis razonables de incremento de las bases tributarias derivadas del propio Plan General y de las tendencias del mercado. Una reducción del periodo de ejecución demandaría un aumento significativo, evaluado en el estudio, de la presión fiscal.

- Realizable también, teniendo en cuenta el escenario de estabilidad presupuestaria, sin endeudamiento adicional, pero incrementando el término de realización del Plan General en dos años aproximadamente en los dos escenarios considerados, reduciendo el desarrollo del plan en los primeros cuatro años que se recuperaría a partir del quinto año.

- Resulta materializable también respecto de la financiación de los Sistemas Generales asignados a las Administraciones no municipales, que tendrían un término aproximado de ejecución de 10 años, con un nivel de recursos invertidos semejante al que ha recibido el municipio en el último decenio. 

9. El Programa de Actuación.

El PGOU define y ordena en el territorio, las múltiples actuaciones que se proponen como modelo y proyecto de ciudad justificando, asimismo, su viabilidad en el tiempo. No obstante, la programación de las iniciativas y de las inversiones, se realiza en función de las necesidades y de las prioridades marcadas que ofrezcan respuesta a los objetivos estratégicos que se establezcan para el futuro de la ciudad.

El objetivo estratégico de mantener y aumentar los niveles de renta y consumo, encuentra respuesta en la preparación y gestión del suelo, en gran parte desde la iniciativa pública, que se plantea la atracción de la actividad económica, y que junto a la calidad ambiental del territorio que se dispone y a las mejoras sustanciales que el proyecto incorpora como valor añadido con nuevas áreas de recreo y equipamiento, así como las intervenciones en materia de infraestructuras, intenta situar la ciudad en una posición competitiva.

El Programa de actuación, incorpora la dimensión temporal a la ordenación urbanística y define las inversiones y la financiación de los Sistemas que sirven a la expansión y mejora de la ciudad, representa un importante instrumento de coordinación de las diferentes administraciones porque redistribuye el conjunto de necesidades de inversión nueva de la ciudad, aplicando un argumento de coherencia para las posibilidades de inversión no municipal.   

La ordenación en el tiempo y en el espacio de las actuaciones a realizar para el PGOU, se basa en los objetivos y los recursos que la administración municipal aprueba, en las posibilidades de inversión de otras administraciones y en las iniciativas particulares de la nueva urbanización.

El EEF y el programa de actuación constituyen, en sí mismo, un proceso de decisión, aunque desde perspectivas temporales diferentes. De hecho, existe programa porque los recursos económicos son limitados en relación al conjunto de necesidades, por ello se ha hecho referencia respecto de las dimensiones físicas y económicas de la gestión urbanística y de las características del mercado inmobiliario de Vigo.

El objetivo esencial es el encuentro de todas las acciones y que las inversiones tengan un efecto sinérgico que ofrezca como resultado la transformación y adecuación de la ciudad a las demandas del presente y de un futuro próximo.

5. Conclusiones.

Este trabajo es fruto de una reflexión acerca del único documento, de índole meramente económica, que interviene en la práctica del urbanismo y que exige su presencia en la mayoría de los Instrumentos de Planeamiento Urbanístico: El Estudio económico-financiero. 

 Uno de los objetivos que se persigue con la elaboración de esta obra es profundizar en el contenido de este documento. Para ello, he basado mi análisis, básicamente en dos bloques de suma importancia para el derecho urbanístico y bien diferenciados, como son la doctrina jurisprudencial y la legislación urbanística, que coinciden en apuntar la necesidad e importancia que presenta el Estudio económico-financiero en el planeamiento urbanístico.

Del estudio realizado en las páginas precedentes, podemos extraer una serie de conclusiones que en pocas palabras, se exponen a continuación. 

Con relación a uno de los campos que se ha tenido en cuenta para el desarrollo del tema objeto de este estudio, la doctrina jurisprudencial, podemos decir, en primer lugar, que ha venido manteniendo reiteradamente, que existe una diferencia en cuanto al alcance del Estudio económico-financiero en función del Plan del que se trate.

Sin embargo, esta distinción, no ha de propiciar un alejamiento con respecto a la finalidad que ha de perseguir todo Estudio económico-financiero, que es garantizar que el planificador ha tomado en consideración tanto los costes que supondrán la ejecución del planeamiento así como los recursos económicos disponibles para asumir su financiación, a la hora de optar por una determinada ordenación del territorio, y de esta manera, evitar que se prevean modelos territoriales económicamente inviables.

Resulta interesante, a su vez, tener en cuenta, en directa conexión con la doctrina jurisprudencial, la problemática que se plantea con respecto a las consecuencias que puede conllevar la ausencia o deficiencia del Estudio económico-financiero. El tratamiento que recibe por parte de la jurisprudencia, se puede afirmar, que no es uniforme.

He de manifestar, al hilo de lo comentado, mi desacuerdo con algunas sentencias sobre el tema, que han afirmado que procedería a declararse nulo todo plan que careciese del documento formal, denominado Estudio económico-financiero.

Esta doctrina ha sido rechazada por otra posterior, en la medida que se niega que la falta de estudio económico-financiero obligue a considerar que el plan tenga un contenido imposible. Y efectivamente, no le falta razón, puesto que un plan no tiene contenido imposible por la mera ausencia del Estudio económico-financiero, porque, es conveniente dejar claro, que aunque el estudio falte, ello no siempre significa que la administración no haya realizado la evaluación económica que corresponde y que no disponga de los recursos económicos suficientes para llevar a la realidad las previsiones del plan. 

He de recordar, que con  la elaboración de la presente obra, se intenta defender, como tesis, que una evaluación económico-financiera ha de formar parte siempre, por su importancia y trascendencia, de todo instrumento de planeamiento que posibilite la ejecución urbanística.

Conviene matizar al respecto que con ello lo que se persigue es resaltar principalmente, la importancia de la evaluación económico-financiera y su necesaria incorporación en los distintos instrumentos del planeamiento urbanístico, más que la necesaria incorporación del documento formal correspondiente con el Estudio económico-financiero porque, cabe recordar, que en Derecho Administrativo las formas presentan un carácter instrumental, y sólo son trascendentes, cuando los vicios cometidos han supuesto una disminución efectiva, real y trascendente de garantías. 
Resulta necesario dejar claro que lo verdaderamente importante supone la demostración de la viabilidad real del plan, mediante la elaboración de una previsión de los costes y las cantidades para hacer frente a las indemnizaciones y gastos derivados de la ordenación establecida. 

A consecuencia de lo comentado, se ha propiciado, lamentablemente, la aparición de algunas prácticas viciadas asociadas a este documento, ya que se atendía en mayor medida a la formalidad que al objetivo que se ha de perseguir con la elaboración de un Estudio económico-financiero.  

En palabras de profesor D. José María Boquera Oliver, “el plan no existe si no existen los medios económicos necesarios para conseguir sus objetivos”,  que no equivale a que no exista el Estudio económico-financiero. 

Por ello, me inclino hacia la defensa de exigir principalmente una evaluación económico-financiera que no equivale a prescindir de la exigencia legal del documento del Estudio económico-financiero, aún cuando, lo deseable es la existencia de un Estudio económico serio que realice una completa cuantificación económica de los costes de la ejecución y de los recursos económicos para su financiación19.

En referencia al siguiente bloque que se ha tenido en cuenta para el desarrollo del tema a tratar, como es la legislación urbanística, podemos afirmar, fruto del análisis realizado de la legislación estatal vigente y de todas las legislaciones autonómicas, que el Estudio económico-financiero ha estado siempre presente en la legislación urbanística española. 

Ha pasado casi medio siglo desde aquella, ya lejana, ley de 12 de Mayo de 1956, con la que comenzaba la historia urbanística de nuestro país. En esa ley, el Estudio económico-financiero constituía, en aquel entonces, un elemento de gran relieve entre la documentación que debían contener los instrumentos de planeamiento urbanístico; así se disponía la inclusión, en los Planes Generales, de un Estudio económico-financiero que justificase la ponderación entre el criterio de planeamiento en que se sustentase y las posibilidades económicas y financieras del territorio y población. Los planes parciales habrían de presentar una memoria justificativa de los medios económico-financieros disponibles que deberían quedar afectos a la ejecución del plan. 

De esta situación se pasó quizás, si se me permite, a una mayor discrecionalidad administrativa con el Texto Refundido de la Ley de 9 de Abril de 1976, al exigir simplemente, llegar a determinar, en suelo urbano y en suelo urbanizable programado, la evaluación económica de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización y la confección de un Estudio económico-financiero, abandonándose, en consecuencia, las ponderaciones entre el criterio de planeamiento y reales disponibilidades económicas y financieras y afectación de los medios económico-financieros disponibles a la ejecución del plan.  

Si empezamos por citar las similitudes de mayor contenido didáctico que se han encontrado en la mayoría de las leyes, resulta evidente, como así ha quedado de manifiesto a lo largo de todo el trabajo, la notable diferencia que se observa, en relación al nivel de exigencia de los Planes Parciales con respecto a los Planes Generales, dado que la concreción del contenido exigida a los Planes Parciales resulta superior que lo contemplado para los Planes Generales, como así se desprende de los preceptos que desarrollan el contenido que ha de contemplar el Estudio Económico- Financiero, en los Planes Generales y en los Planes Parciales respectivamente.

En contraste y fruto del análisis reproducido de la legislación autonómica, se puede observar que en algunas normas autonómicas para el Estudio económico-financiero se exige mayor rigor que el previsto en la norma estatal.  

Hemos de finalizar este apartado, destacando que prácticamente la totalidad de la legislación estatal y autonómica en materia urbanística, recoge la incorporación del documento de Estudio económico-financiero en el planeamiento urbanístico, con ciertas particularidades ó con diferente denominación.

El apartado desarrollado dedicado a la metodología de elaboración de un Plan General, resulta de suma importancia para el tema central de esta tesina, ya que de nada sirve que se entienda el contenido que se exige al Estudio económico-financiero, sino logramos aplicar, interpretar e interiorizar todo lo que se refiere al proceso de su elaboración.  

Resulta interesante afirmar que la legislación tiene como objetivo, en relación al Estudio económico-financiero, evitar que se elaboren instrumentos de planeamiento urbanístico, sin utilidad alguna, por resultar ser irrealizables. Para ello, establece el contenido mínimo que ha de presentar el estudio económico-financiero en cada uno de los instrumentos de Planeamiento Urbanístico en los que se exige su realización. 

En cambio, la doctrina jurisprudencial, ha de aportar un conjunto de soluciones con la finalidad, básicamente, de evitar que documentos insuficientemente elaborados y que no cumplan el objetivo establecido pasen a formar parte del ordenamiento jurídico.  

Sin embargo, resulta evidente, que para llegar a demostrar la viabilidad real del Plan, se ha de elaborar el Estudio económico-financiero. Se puede anticipar, como síntesis, que un estudio económico-financiero se ha de realizar, al margen del contenido exigido que se desprende de la legislación urbanística, porque hay que interpretar de sus directrices lo que realmente representan, una exigencia mínima que ha de establecerse para evitar que se establezcan situaciones que propicien una inseguridad jurídica. 

La elaboración de un Estudio económico-financiero se logra conociendo la ciudad, de manera total e integra y estudiando cada una de las variables que inciden en el planeamiento urbanístico. Sólo así y en base a lo comentado anteriormente, se podrá demostrar la viabilidad económica de un Plan General de Ordenación Urbana.

Por ello, podemos decir, que el mejor Estudio económico-financiero es aquel del que nadie habla, porque su contenido resulte ser el necesario para evitar que surjan diferencias entre los ciudadanos que  han de someterse a sus determinaciones.

Al hilo de estas conclusiones, conviene dejar de manifiesto, que hoy en día la relación entre el Urbanismo y la Hacienda Municipal ha alcanzado su mayor grado de intensidad, dada la creciente intervención administrativa en el desarrollo urbano y la necesidad de cada vez mayores recursos por parte de la Hacienda Pública. 

Sin embargo, como contrapartida, el planeamiento lleva asociado un coste de gran trascendencia para las Corporaciones Municipales. Es por ello que los interventores municipales, actualmente, cada vez son más conscientes de lo que supone la aprobación definitiva del Plan General, que lleva asociado un compromiso firme de gasto para el ayuntamiento y muestran una gran preocupación, en relación a la predisposición que mantienen los políticos, a la hora de aprobar el Planeamiento General20. 

Para finalizar, después de la elaboración de este trabajo, no podemos dejar de mencionar las implicaciones económicas y tributarias que comporta el urbanismo, que se ha convertido en una fuente de recursos inagotable para las Corporaciones Municipales. Desgraciadamente, por esta conexión, no pocas veces la política de ordenación y gestión del suelo se encuentra, en mayor medida, más condicionada por la necesidad de allegar recursos a las arcas municipales que por la creación eficaz de ciudad. 

Por ello, se ha de destacar, que la reforma que se pretende abordar con respecto a la financiación de las Entidades Locales, puede representar una solución a esta cuestión, evitando así que los municipios sigan presentando un déficit de recursos en relación con los servicios que les corresponde prestar, evitando que se prolongue esta situación a lo largo del tiempo.

                                                                Alexander Domínguez Vidal.
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· LE CORBUSIER:  Principios de urbanismo, Ed. Ariel. Barcelona, 1999.
· MARTÍNEZ GARCÍA, JOSÉ IGNACIO: Aspectos Económicos y Tributarios del urbanismo, Bayer Hnos. Barcelona, 2001.

· MELÓN MUÑOZ, ALFONSO (Director técnico): Memento Práctico Urbanismo 2002-2003. Ediciones Francis Lefebvre. Madrid, 2001.

· MEMORIA ANUAL 2000, Ayuntamiento de Barcelona. 2001

· MENDEZ CANSECO, JOSÉ FÉLIX: Legislación de Urbanismo, Ed. Aranzadi, 2da edición. Pamplona, 2001.
· SÁNCHEZ GOYANES, ENRIQUE; MENÉNDEZ REXACH, ÁNGEL (et alt.): Estudios de Derecho Urbanístico de Galicia, Gerencia Municipal de Urbanismo-Ayuntamiento de Vigo, 2000. 
· SÁNCHEZ GOYANES, ENRIQUE; PORTO REY, ENRIQUE ( et alt.): Derecho Urbanístico de la Comunidad de Madrid, Ed. El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados. Madrid, 2002.
 Artículos de Revistas utilizados:

 -   BOQUERA OLIVER, JOSE MARÍA: “ Los Componentes del Plan de Urbanismo”, RDU, núm. 127. 

· GONZÁLEZ BERENGUER URRUTIA, JOSE LUIS: “Una reflexión sobre los últimos cuarenta años en el urbanismo”, RDU, núm. 171.

· LOBATO GOMEZ, J. MIGUEL: “La participación privada en la formación de Planes de Ordenación Urbana”, RDU, núm. 114.
Documentos utilizados:

- DE ESTEBAN, ALFONSO: “Economía y planificación urbana”, Master en Urbanismo y Ordenación del Territorio, IES San Pablo-CEU, promoción XI- Curso 2001-2002. Madrid.
13 Este tema se desarrolla, con mayor profundidad, en los tres apartados anteriores.


14 En el EEF del Plan Parcial se efectúa una simple estimación del coste de las expropiaciones y ese cálculo estimativo es independiente del justiprecio que deba fijarse en su momento y con plenas garantías en cada caso. Esa estimación existe y no es motivo de nulidad del Plan la alegación de insuficiencia de esa estimación.


15 El contenido del Estudio Económico Financiero que contempla el Reglamento de Planeamiento se desarrolla en el apartado 6.1.3.


16 Ver Anexo 1. Se muestra un cuadro resumido a modo de ejemplo, elaborado para la EEF del PGOU de Vigo.  


17 Anexo 2. Cuadro resumido a modo de ejemplo, en el que se contemplan las inversiones materializadas en Vigo en los últimos años y su fuente de financiación.


18 Anexo 3. A modo de ejemplo, se contempla, el cuadro elaborado para el análisis de los presupuestos consolidados de Vigo.


19 Así también se manifiestan la sentencias de 3 de febrero de 1988 (RJ 1988, 693), y sentencia de 22 de Mayo de 1987 (RJ 1987,5836).


20 Opinión contrastada con  D. Luis García, jefe de contabilidad del Ayuntamiento de Vigo. 
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Datos

		

		Inversión 1998- 2001.(Valores corrientes)

								1998		1999		2000		2001				Año K

		Contribuciones Especiales						41,480,365		39,829,943		40,985,011		40,985,011

		Inversión presupuestada Def.						6,873,363,178		6,687,646,233		5,394,210,377		5,394,210,377

		Inversión Real Liquidada.(Cap 6+Cap7)						2,548,290,186		3,370,491,693		2,309,891,015		3,184,743,089

		Transferencias de Capital/G						296,073,069		376,755,218		129,529,879		288,816,291

		Transferencias de Capital/I						1,586,797,159		1,744,012,747		154,178,733		1,025,577,189

		Venta de Activos. Cap 6/I						123,042,063		661,173,700		14,677,622		47,310,173

		Endeudamiento. Cap 9/I						2,328,265,800		424,417,364		1,431,405,617		1,883,707,678

		Inversión/ Ahorro Neto.						1,093,043,668		1,302,230,521		2,229,579,528		2,359,687,007

								1.096		1.071		1.036		1

		Inversión 1998- 2001.(Valores 2001)

								1,998		1,999		2,000		2,001		1998 -01 k

		Contribuciones Especiales						45		43		42		41		43

		Inversión presupuestada Def.						7,533		7,162		5,588		5,394		6,420

		Inversión Real Liquidada.(Cap 6+Cap7)						3,117		4,107		2,674		3,807		3,426

		Transferencias de Capital/I						1,739		1,868		160		1,026		1,198

		Venta de Activos. Cap 6/I						135		708		15		47		226

		Endeudamiento. Cap 9/I						2,552		455		1,483		1,884		1,593

		Inversión/ Ahorro Neto.						(1,354)		1,034		973		809		366
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